	 

	En Mendoza, a los quince días del mes de abril del año dos mil once, reunida la Sala Segunda de la Excelentísima Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa N° 99.691, caratulada: "ORTIZ, MARCELO F. EN J° 34.610 ORTIZ, MARCELO F. C/SISTEMA TEMPORARIOS S.A. Y OTS. P/DESPIDO S/INCONSTITUCIONALIDAD Y CASACIÓN". 

De conformidad con lo establecido a fojas 69 y de acuerdo a las facultades conferidas por la Acordada N° 5845, en el acto del Acuerdo, quedó establecido el siguiente nuevo orden de estudio y votación de la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal: primero Dr. Carlos BÖHM; segundo Dr. Herman A. SALVINI y tercero Dr. Pedro J. LLORENTE. 

A N T E C E D E N T E S: 

A fs. 18/29, el señor Marcelo Ortiz, por medio de representante, deduce recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y casación contra la sentencia dictada a fs. 322/330de los autos N° 34.610, caratulados: "Ortiz, Marcelo c/Sistemas Temporarios S.A. y Ots. p/Despido", originarios de la Excma. Cámara Tercera del Trabajo de la Primera Circunscripción Judicial. 

A fs. 36 se admiten los recursos interpuestos y se ordena correr traslado de la demanda a la contraria, quien a fs.47/51 y vta., contesta solicitando su rechazo con costas. 

A fs. 64/65, corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General, quien por las razones que expone considera que debe rechazarse el recurso de inconstitucionalidad incoado. 

A fs. 68 se llama al Acuerdo para sentencia y a fs. 69 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 
de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

P R I M E R A:¿Son procedentes los recursos interpuestos? 

S E G U N D A: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

T E R C E R A:Pronunciamiento sobre costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR. BÖHM, dijo: 

I.-A fs. 18/29, la actora, por intermedio de apoderado, deduce recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y de casación en contra de la sentencia definitiva dictada en los autos Nº 34.610, caratulados: "ORTIZ, MARCELO FERNANDO C/SISTEMAS TEMPORARIOS S.A. Y OTS. P/DESP.", originarios de la CÁMARA TERCERA DEL TRABAJO DE LA PRIMERA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL. 

II- Funda su queja en el art. 150 
incs. 2, 3 y 4 del C.P.C, argumentando lesión a sus derechos constitucionales de defensa, debido proceso, de propiedad, de igualdad ante la ley, respeto por la integridad física y moral de las personas, como así también invocando violación al principio de razonabilidad y la doctrina de la arbitrariedad. 

III- El recurso de casación lo enmarca en los incs. 1 y 2 del art.159 
del C.P.C., en virtud de haberse omitido aplicar las normas correspondientes, arts. 520, 521, 522 
, 1078 
, 1109 
y 1113 
del C.Civil. Asimismo denuncia errónea y absurda interpretación de la legislación al encuadrar el reclamo por daño moral en los arts. 242, 243 
y 245 
de la LCT, cuando debió aplicar la normativa civil. 

La finalidad perseguida en ambas quejas se dirige a dejar sin efecto el rechazo del rubro "daño moral" y que esta Corte admita su reclamo. 

IV- Es útil señalar que en caso de permitirlo las circunstancias de cada caso, la Corte puede dar tratamiento conjunto a ambas quejas por razones de celeridad, razón por la cual se resolverán en esta misma sentencia. 

El diferente planteo del recurso de inconstitucionalidad y el de casación, está dado por la distinción doctrinaria de vicios in procedendo o de vicios in iudicando.Mientras la inconstitucionalidad tiene por objeto observar y hacer observar las garantías constitucionales, y por ende los vicios cometidos en el procedimiento; la casación tiene por finalidad el control de legalidad, del vicio en la interpretación o aplicación de la ley, es decir del vicio in iudicando, o sea en el juicio mismo del propio magistrado al decidir la controversia.- 

Son, en principio compartimientos estancos, dentro del orden procesal mendocino y no pueden confundirse los fundamentos de ambos so pena de un reparo formal serio.- 

El recurso de inconstitucionalidad es el apto para plantear los problemas procesales, los errores en la apreciación de la prueba, la verificación de la violación del derecho de propiedad o el de la defensa en juicio o el principio del debido proceso. 

La casación sirve para señalar los errores en el juicio de interpretación o aplicación de la ley.- 

Por las consideraciones expuestas y en razón de la celeridad procesal y a los fines de evitar desgaste jurisdiccional serán abordados ambos recursos en forma conjunta. 

V- Antecedentes de la causa: 

La demanda originaria iniciada por el Sr. MARCELO ORTIZ contra SISTEMAS TEMPORARIOS S.A. y DISCO S.A. perseguía el cobro de indemnizaciones derivadas del despido con más las especiales del art.2 
de la ley 25323 y 25561 
. 

Relata que ingreso a trabajar contratado por SISTEMAS TEMPORARIOS S.A. el 17/10/2003 hasta el 26/5/2005, prestando servicios en el Supermercado VEA, cumpliendo funciones en la categoría de Administrativo A, según los términos del CCT 130/75 
. Que su trabajo nunca tuvo el carácter de eventual sino permanente, por lo que denuncia el fraude laboral. 

Que durante la relación laboral fue hostigado continuamente por la supervisora Susana Cabrera hasta que el día 13 de mayo lo insulto y lo despide verbalmente.Esta situación originó el intercambio de misivas entre las partes, que culminaron con el despido. 

La demandada DISCO S.A., contesta solicitando el rechazo de la demanda, niega que el actor fuera contratado para trabajar en forma permanente, afirma que fue contratado en dos oportunidades para reemplazar personal enfermo, niega la existencia de fraude, niega que haya sido hostigado por la supervisora, impugna liquidación. 

La co-demandada SISTEMAS TEMPORARIOS S.A. contesta demanda, y pide el rechazo de la acción, niega la calidad de permanencia, y que haya trabajado en forma ininterrumpida, señala dos etapas (mayo 2003-marzo de 2004 y mayo 2004-mayo 2005) , y que haya sido víctima de acoso. 

La sentencia luego del análisis de la prueba rendida concluye que a partir de mayo del 2005, la relación revistió el carácter de indeterminada, y que el vinculo termina a raíz de la injuria fundante del autodespido. Concede las indemnizaciones del art.245, 232, y demás rubros reclamados, como asi también las indemnizaciones especiales de la ley 25323, 25561. 

Rechaza el rubro "daño moral", por la suma de $30000, por cuanto el despido no se fundo en la causal de acoso o mobbing, en los términos exigidos, y el accionante no se encuentra habilitado para reclamar un resarcimiento de un daño ocasionado. 

Ante este resultado se alza el actor. 

VI- MI OPINION: 

Funda la queja de inconstitucionalidad en el art. 150 incs. 2, 3 y 4 del C.P.C, argumentando lesión a sus derechos constitucionales de defensa, debido proceso, de propiedad, de igualdad ante la ley, respeto por la integridad física y moral de las personas, como así también invocando violación al principio de razonabilidad y la doctrina de la arbitrariedad . 

El recurso de casación lo enmarca en los incs. 1 y 2 del art.159 del C.P.C., en virtud de haberse omitido aplicar las normas correspondientes, arts. 520, 521, 522, 1078, 1109 y 1113 del C.Civil.asimismo denuncia errónea y absurda interpretación de la legislación al encuadrar el reclamo por daño moral en los arts. 242, 243 y 245 de la LCT, cuando debió aplicar la normativa civil. 

La finalidad perseguida en ambas quejas se dirige a dejar sin efecto el rechazo del rubro "daño moral" y que esta Corte admita su reclamo. 

Asi planteados los agravios, luego de una detenida lectura de la sentencia impugnada, surge sin duda que la misma no adolece de los vicios apuntados por el recurrente. 

Denuncia que el inferior ha omitido la consideración de prueba fundamental y determinante, con lo que ha violado su derecho de defensa. Agrega que ha interpretado antojadizamente la relación laboral, el distracto y los términos de la demanda, que ha incurrido en contradicción. 

Sostiene que el sentenciante por un lado reconoce la existencia de una conducta ilícita por parte de la supervisora y por otro rechaza el rubro daño moral ocasionado por tal conducta. 

Sin embargo, tal contradicción no existe en la sentencia, puesto que el fundamento del rechazo del rubro se asienta en que tal causal de injuria no fue invocada al momento del distracto cumpliendo los requisitos legales de su procedencia, es decir haber intimado expresando claramente las causales. 

El art. 243 de la LCT expresa que: el despido por justa causa dispuesto por el empleador como la denuncia del contrato fundada en justa causa que hiciera el trabajador, deberán comunicarse por escrito, con expresión suficientemente clara de los motivos en que se funda la ruptura del contrato.Ante la demanda que promoviere la parte interesada, no se admitirá la modificación de la causal de despido consignada en las comunicaciones antes referidas. 

Con la finalidad de salvaguardar el derecho de defensa en juicio de la contraparte el legislador dispone que en el despido con justa causa- directo decidido por el empleador o indirecto decidido por el trabajador, se deben comunicar por escrito y en forma suficientemente clara los motivos en que se funda la ruptura del contrato. 

La comunicación des despido en forma escrita es indispensable para poder consignar fehacientemente la causa invocada. En caso de demanda judicial no se admite la modificación de la causal de despido consignada en la comunicación respectiva. (invariabilidad de la causa). 

Esto significa que en el proceso judicial sobreviniente solo se pueda invocar y tratar de probar la causal esgrimida en la comunicación del despido, de modo así que la nueva causal puesta de manifiesto en la demanda o contestación- según el caso-, pero que no hubiese sido invocada en aquella comunicación, no puede ser considerada como justa causa disolutoria, ni aun en el caso de ser probada y demostrada su gravedad. 

La obligación de notificar las causas del despido y no poder modificarlas en el juicio responde a la finalidad de dar a la contraparte la posibilidad de estructurar en forma adecuada la defensa, pues se trata del basamento mismo para que los preceptos del art.18 de la Constitución nacional pueda hallar plena vigencia en la solución del conflicto a desarrollarse. 

En este sentido, nuestra Suprema Corte ha dicho: "La carga de comunicar los motivos en que se funda el despido y la invariabilidad de los mismos consagrada en el art.243 L.C.T., tienen por finalidad suministrar información y certeza acerca de los hechos que originan la voluntad rescisoria de la parte interesada, careciendo de importancia la calificación o tipificación jurídico penal que les atribuya, siendo suficiente que la parte denunciada conozca inequívocamente la circunstancia fáctica a que se hace referencia, asegurándose su invariabilidad para garantizar su derecho de defensa e interés probatorio, ya que ellas serán objeto del juicio de los jueces laborales a los efectos de determinar si configuran justa causa del distracto. Expte.: 42193 - BALDEVENITEZ AMANCIO CARMEN EN J: NATIVO LUCERO - AMANCIO BALDEVENITES ORDINARIO - CASACION- SCJ. 

En el caso surge claro de las comunicaciones telegráficas que la causal invocada fue la falta de dación de trabajo, aclaración de la situación laboral y en todo caso el pago de diferencias salariales conforme la real categoría. 

Además para el supuesto de entenderse que el actor ha esgrimido un reclamo autónomo no se ha demostrado que la demandada hubiera tomado conocimiento del mismo durante el transcurso de la relación, a los efectos de haber tomado las medidas necesarias para hacer cesar la situación. Maxime en el caso donde los testigos son contestes en señalar el maltrato que les prodigaba la supervisora y además existen constancias del efectivo daño sufrido por el actor (pericia psiquiátrica). Y en ese caso, luego de poner en conocimiento al empleador de la cuestión, sin que este tomara ninguna medida podría haber válidamente efectuado el reclamo. 

Esta situación fue advertida por la co-demandada a fs. 76 de los principales en ocasión de responde la demanda, resaltando que su mandante no fue anoticiado de ninguna manera de lo que estaba ocurriendo y luego cuando la actora a fs.121 contesta el traslado nada dice al respecto. 

La situación asi planteada impide que en esta etapa pueda reverse la procedencia o improcedencia del reclamo "daño moral" contra las co-demandadas.Es aplicable a este proceder la teoria de los "actos propios". Es obvio, que en el subjudice nos encontramos ante una transgresión flagrante de los límites objetivos de los propios actos (venire contra factum proprium non valet), que tienen como consecuencia necesaria el rechazo de las pretensiones del recurrente. 

En efecto, la jurisdicción no puede amparar la conducta de quien, luego de haber omitido ejercer una conducta adecuada, pretende una resolución favorable. 

Moderna jurisprudencia tiene reiteradamente dicho con apoyo de mayoría de la doctrina que "nadie puede válidamente ponerse en contradicción con sus propios actos a través del ejercicio de una conducta incompatible con una anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz"(LL1984-A-295, 1983-D-146, 1984-A-995; L.S.183-402 y 331, 203-333, L.A.93-183, entre otros) Es que el ordenamiento jurídico no puede proteger la pretensión y conducta contradictoria ni el comportamiento incoherente y el contravenir el hecho propio abarca tanto el conductismo tendiente a destruir lo hecho, como asi el dirigido a desconocerlo evitando o buscando eludir sus consecuencias. Esta doctrina ya ha sido receptada por el tribunal siguiendo a importante doctrina. (Alterini, Atilio y Lopez Cabana, Roberto, La virtualidad de los actos propios en el derecho argentino L.L.1984-A-877; Amadeo, José La doctrina de los actos propios en la jurisprudencia argentina y española L.L.1984-A-519, Moisset de Espanés, Luis, La teoría de los propios actos y la doctrina y jurisprudencia nacional, L.L.1984-A-152, entre otros) 

No hay duda que en el caso se cumplen todos los requisitos exigidos para la procedencia de la figura (despacho mayoritario de las IX Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Mar del Plata, 1983): a) una situación jurídica preexistente; b) una conducta del sujeto jurídicamente relevante y eficaz, que suscitó en la otra parte una expectativa seria de comportamiento futuro; c)una pretensión contradictoria con dicha conducta atribuible al mismo sujeto.(L.S.203-333 y 252-69) 

Esta situación pone de manifiesto que no ha existido ningún error de procedimiento, ni de interpretación ni aplicación legal, sino una actitud omisiva del ahora recurrente. 

Acorde a este razonamiento las quejas recursivas aparecen más bien como un diferente criterio de valoración, lo que de ninguna manera justifica la invalidación del acto sentencial, el cual goza de presunción de legitimidad, y luego, para caer necesita de una cabal demostración de su arbitrariedad, o absurdidad normativa, lo que no se ha dado en el presente.- 

Por las razones expuestas me pronuncio por el rechazo de ambos recursos. ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. LLORENTE adhiere por los fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR. BÖHM, dijo: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto puesto que se ha planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. LLORENTE adhiere al voto que antecede. 

SOBRE LA TERCERA CUESTION EL DR. BÖHM, dijo: 

Atento al resultado a que se arriba en el tratamiento de las cuestiones que anteceden, corresponde imponer las costas al recurrente vencido. (arts. 148 
y 36-I 
del C.P.C.).ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión el Dr. LLORENTE adhiere al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 15 de abril de 2011. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

1º) Rechazar los recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y casación interpuestos por el señor Marcelo F. Ortiz a fs. 18/29 de autos. 

2º) Imponer las costas al recurrente vencido. (arts. 148 y 36-I del C.P.C.).- 

3º) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

Notifíquese. 

GWC. 

Dr. Pedro Jorge LLORENTE 

Dr. Carlos BÖHM 

CONSTANCIA: Que la presente resolución no es suscripta por Dr. Herman Amilton SALVINI , por encontrarse en uso de licencia (art. 88 
ap. III del C.P.C.).- 


